
 

1 

 

OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 13 de noviembre de 2025 dos mil 

veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone reformar el artículo 46, añadiendo la fracción XIII, a la Ley 

del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los 

Municipios. 

En virtud de lo anterior, se señala lo siguiente: 

I. MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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II. ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 21 de 

octubre de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el 

proemio del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para 

efecto de opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 39, celebrada el 23 de octubre del año 2025, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 42, celebrada 

el 13 de noviembre de 2025, se aprobó este documento en los términos 

que más adelante se detallan; en consecuencia se conformó la actual 

opinión jurídica. 
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En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por el Grupo 

Parlamentario de Movimiento Ciudadano, a efecto de: 

❖ Reformar el artículo 46, añadiendo la fracción XIII, a la Ley del 

Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los 

Municipios. 

 

III. Comentario general sobre la viabilidad de la propuesta. 

La iniciativa presentada tiene una intención adecuada y 

oportuna, pues busca mejorar las condiciones laborales de las personas 

servidoras públicas mediante el reconocimiento del derecho a contar 

con descansos y asientos durante la jornada de trabajo. En esencia, su 

finalidad es armonizar la legislación estatal con la reforma publicada el 

19 de diciembre de 2024 a la Ley Federal del Trabajo, conocida como 

la Ley Silla, que incorporó en su fracción V del artículo 132 la obligación 

de los empleadores de proporcionar un número suficiente de sillas o 

asientos con respaldo a disposición de las personas trabajadoras. 

En el ámbito del servicio público, esta medida resulta aplicable y 

viable, especialmente en áreas de atención directa a la ciudadanía, 

donde se busca equilibrar la salud y bienestar de las personas 

servidoras con un entorno laboral más humano y ergonómico. Su 

incorporación puede contribuir a prevenir afectaciones físicas 
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derivadas de posturas prolongadas y mejorar la productividad general 

en las dependencias. 

No obstante, debe tenerse presente que el servicio público 

cumple una función esencial orientada al interés general, por lo que los 

periodos de descanso o uso de asientos deberán implementarse sin 

afectar la continuidad en la atención de trámites o servicios que 

benefician a la población. En consecuencia, la regulación de estos 

espacios de descanso debe procurar un equilibrio entre los derechos 

laborales y la obligación institucional de garantizar un servicio público 

eficiente para los ciudadanos, permanente y sin interrupciones. 

IV. INTRODUCCIÓN. 

 

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) recomienda, que 

cuando sea necesario desarrollar un trabajo de pie, se debe disponer 

de una silla o una esterilla a los trabajadores y permitirle sentarse a 

intervalos regulares1; en México, a partir de la Reforma a la Ley Federal 

del Trabajo de 19 de diciembre de 2024, se contempla la obligación de 

las personas empleadoras, de proporcionar un asiento o una silla con 

respaldo a las personas que trabajen de pie en su jornada, mismos que 

deben ser identificados en función de los riesgos a los que se expongan 

y para evitar enfermedades de trabajo 

 

1 

https://www.insst.es/documents/94886/96076/listacomprobacionergonomica/512fee28-

fa3c-4732-a7b0-fd6c9bc05692 
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La Clínica Universidad de Navarra (España), define a la 

bipedestación como la postura de posición de pie. Si es estática quiere 

decir que es prolongada en tiempo, con desplazamientos cortos. 

Ahora bien, si se alterna con postura sentada se conoce como 

dinámica, y si la permanencia de pie es continua se identifica como 

prolongada.  

El convenio 155 de la OIT sobre seguridad y salud de los 

Trabajadores prevé en su artículo 4.2 que la política nacional tendrá 

por objeto prevenir los accidentes y los daños para la salud que sean 

consecuencia del trabajo, guarden relación con la actividad laboral o 

sobrevengan durante el trabajo, reduciendo al mínimo, en la medida 

en que sea razonable y factible, las causas de los riesgos inherentes al 

medio ambiente de trabajo.2 

En el punto de comprobación 63 de la Lista de comprobación 

ergonómica. Soluciones prácticas y de sencilla aplicación para 

mejorar la seguridad, la salud y las condiciones de trabajo, Preparado 

por la Oficina Internacional del Trabajo en colaboración con la 

Asociación Internacional de Ergonomía, se establece que: 

 

 

2 

https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:

312300  

https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:312300
https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:312300
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❖ Las operaciones más estables y eficientes son las realizadas 

cerca y delante del cuerpo, en una postura natural. Los 

puestos de trabajo deberían diseñarse de forma que fueran 

posibles tales operaciones. El trabajar en una posición 

inestable podría ser causa de un costoso error. La fatiga de 

los trabajadores, y el riesgo de trastornos de cuello, hombros, 

espalda y brazos, se reducen cuando el trabajo es realizado 

evitando las posturas forzadas. 

 

❖ Los trabajadores se fatigan cuando las operaciones se 

realizan siempre en el mismo lugar, inclusive cuando éste es 

el óptimo. Los cambios de postura son esenciales. Por ello, 

evite las tareas repetitivas que obligan a estar en la misma 

postura todo el tiempo. 

En ese contexto, es que se llevaron a cabo las reformas a la Ley 

Federal del Trabajo para atender una dimensión concreta de la salud 

laboral: la prevención de riesgos derivados de posturas prolongadas. 

Más que una medida simbólica, representa un paso hacia la 

modernización de las condiciones de trabajo dentro del servicio 

público, al reconocer que la ergonomía y el bienestar físico de las 

personas servidoras influyen directamente en la calidad de la atención 

que se brinda a la ciudadanía. La adecuación de espacios y mobiliario, 

junto con la posibilidad de alternar posturas durante la jornada, se 

alinea con las recomendaciones internacionales en materia de 

seguridad y salud en el trabajo, sin implicar necesariamente una carga 

desproporcionada para las instituciones. 
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Asimismo, el reconocimiento normativo de estas condiciones 

laborales contribuye a consolidar una cultura institucional más 

preventiva y respetuosa de la salud del personal, en la medida en que 

busca disminuir la incidencia de enfermedades ocupacionales y 

mejorar la productividad general.  

 

V. CONTENIDO DE LA INICIATIVA: 

 

De manera introductoria la iniciativa tiene como objetivo: 

adecuar la regulación y protección laboral de la llamada Ley Silla a 

las personas trabajadoras al servicio del Estado y los Municipios de 

Guanajuato. La presente iniciativa propone reformar el artículo 46, 

añadiendo la fracción XIII, a la Ley del Trabajo de los Servidores 

Públicos al Servicio del Estado y de los Municipios. 

 

TEXTO ACTUAL PROPUESTA DE REFORMA 

Artículo 46. Son obligaciones de los 
titulares de las dependencias a que se 
refiere el artículo 2 de esta ley: 
[…] 
XII. Proporcionar a sus trabajadores 
capacitación en igualdad de género y 
perspectiva de género para el 
desempeño de sus atribuciones, 
funciones y competencias. 
 
 
 
 
 

Artículo 46. Son obligaciones de los 
titulares de las dependencias a que se 
refiere el artículo 2 de esta ley:  
[...] 
XII. Proporcionar a sus trabajadores 
capacitación en igualdad de género y 
perspectiva de género para el 
desempeño de sus atribuciones, 
funciones y competencias. 
 
XIII. Establecer periodos de descanso 
durante la jornada de trabajo, de 
acuerdo con la naturaleza del cargo, 
puesto y de las funciones de las 
personas trabajadoras, subcontratadas 
y prestadoras de servicios; no se les 
podrá obligar a permanecer de pie 
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durante la totalidad de la jornada de 
laboral ni prohibirles tomar asiento. 
 
Los poderes Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, organismos autónomos y 
municipios, deberán proveer un número 
suficiente de asientos o sillas con 
respaldo a disposición de las personas 
trabajadoras, subcontratadas y 
prestadoras de servicios, mismas que 
deberán estar ubicadas en áreas 
específicas que para tal efecto se 
designen, en las mismas instalaciones 
del lugar de trabajo. 
 
 

Sin correlativo 
 

REGIMEN TRANSITORIO 
 
PRIMERO. Este Decreto entrará en 
vigor al día siguiente de su publicación 
en el Periódico Oficial del Estado de 
Guanajuato. 
 
SEGUNDO. Las personas titulares de 
los poderes Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, organismos autónomos y 
municipios, deberán expedir o adecuar 
los reglamentos o lineamientos que 
deriven de esta Ley en el ámbito de su 
competencia, dentro de los noventa 
días posteriores a la entrada en vigor 
del presente Decreto, permaneciendo 
vigentes los reglamentos existentes, en 
aquello que no se opongan al contenido 
de la presente Ley. 
 
TERCERO. Se derogan todas las 
disposiciones legales y reglamentarias 
que contradigan o se opongan al 
presente decreto. 

 

VI. COMENTARIOS PARTICULARES 
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❖ Reformar el artículo 46, añadiendo la fracción XIII, a la Ley del 

Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y de los 

Municipios. 

La iniciativa analizada no solo incorpora la obligación de contar 

con asientos o sillas con respaldo, también introduce la previsión de 

periodos de descanso, aspecto que requiere mayor elaboración 

normativa para su correcta aplicación en el servicio público. En este 

punto, es indispensable advertir que la sola reforma legal no basta para 

materializar estas medidas; se necesitarán lineamientos, reglamentos 

interiores o protocolos administrativos que delimiten horarios, turnos, 

tiempos y condiciones para hacer efectivos los descansos sin afectar 

la continuidad del servicio público. Tal necesidad se refuerza al 

considerar que las dependencias estatales y municipales tienen 

funciones de atención inmediata a la ciudadanía, por lo que la 

implementación debe ser cuidadosa y técnicamente ordenada. 

A nivel federal, la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS) 

emitió el 17 de julio de 2025 las Disposiciones sobre los factores de 

riesgos de trabajo para garantizar el derecho al descanso durante la 

jornada laboral de las personas trabajadoras en bipedestación como 

desarrollo reglamentario de la llamada “Ley Silla” en el sector privado. 

Dichas disposiciones muestran que la regulación de descansos y 

asientos exige un marco técnico complementario, con definiciones 

precisas, criterios para identificar riesgos y procedimientos de 

evaluación, lo que sugiere que en el ámbito estatal y municipal deberá 
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realizarse un esfuerzo similar para evitar interpretaciones dispares o 

aplicaciones inconsistentes. 

Entre los elementos relevantes de las disposiciones federales 

destaca la definición de bipedestación estática, dinámica y 

prolongada, distinciones que permiten determinar cuándo es aplicable 

la obligación de proporcionar asientos y cuándo ello depende de la 

naturaleza del trabajo. También prevén la elaboración de un 

diagnóstico de riesgos, la integración de criterios sobre carga física, 

duración del tiempo de pie, superficie del piso, características del 

calzado, nivel de movilidad requerida y síntomas reportados por la 

persona trabajadora. Este tipo de análisis técnico no está previsto en la 

iniciativa local, pero será indispensable que se genere a nivel 

reglamentario para que la medida sea viable en la práctica. 

Asimismo, las disposiciones federales establecen un procedimiento 

de evaluación mediante puntajes, clasificando el nivel de riesgo en 

bajo, medio o alto, lo que facilita determinar el tipo de medidas 

preventivas o correctivas que deben adoptarse. En el contexto del 

servicio público, un mecanismo semejante permitiría que las 

dependencias identifiquen qué áreas requieren descansos más 

frecuentes, cuáles funciones admiten alternancia entre posición 

sentada y de pie, y dónde la naturaleza de las actividades limita la 

utilización continua de asientos. Ello ayudaría a equilibrar derechos 

laborales con la exigencia de mantener la continuidad del servicio a la 

ciudadanía. 



 

11 

 

También resulta relevante que, en el modelo federal, se 

contemplan medidas preventivas adicionales como la adecuación de 

estaciones de trabajo, la alternancia de tareas que permitan cambiar 

de postura, la colocación de pisos amortiguados y la provisión de 

calzado ergonómico. Estas previsiones muestran que la “Ley Silla” no se 

reduce a colocar sillas en los centros de trabajo, sino que constituye un 

enfoque más amplio de ergonomía y salud ocupacional. Por ello, la 

implementación en el servicio público requerirá definir qué medidas 

son razonables, proporcionales y técnicamente aplicables a las 

actividades de cada dependencia. 

Finalmente, el instrumento federal coloca especial énfasis en la 

documentación, supervisión e inspección del cumplimiento, 

estableciendo registros detallados y obligaciones tanto para 

empleadores como para personas trabajadoras. Si bien estas reglas no 

son vinculantes para el ámbito estatal, resultan útiles como guía para 

el desarrollo de los reglamentos que deberán emitir los poderes 

estatales, organismos autónomos y municipios. En suma, la iniciativa 

tiene una intención adecuada, pero el cumplimiento efectivo 

dependerá de la emisión de lineamientos claros y técnicamente 

fundamentados que permitan implementar descansos y uso de 

asientos sin afectar la continuidad del servicio público. 

Incluso las aludidas disposiciones publicadas en el Diario Oficial de 

la Federación para su implementación contemplan diagramas de flujo 

y encuestas de puntaje para su aplicación. 



 

12 

 

En complemento a lo señalado, debe considerarse un análisis 

presupuestal puntual, pues su implementación no se reduce a la 

adquisición de sillas, sino que implica adecuaciones en estaciones de 

trabajo, posibles mejoras ergonómicas, capacitación del personal 

directivo y operativo, así como ajustes organizacionales en áreas de 

atención al público. Estas medidas tienen impacto financiero para los 

poderes del Estado, organismos autónomos y municipios, por lo que su 

valoración debe anticiparse para evitar cargas imprevistas.  

En esa línea, es relevante observar que, en la reforma federal, el 

legislador otorgó 180 días únicamente para que las personas 

empleadoras adecuaran su normativa interna, lo que evidencia que la 

elaboración de reglamentos y lineamientos requiere tiempo suficiente 

para un diseño cuidadoso y técnicamente fundado. 

La comparación con el régimen federal muestra que el proceso 

de reglamentación complementaria es esencial para la operatividad 

de la medida. En el ámbito local, la iniciativa establece un plazo de 90 

días para que los poderes y municipios emitan o adecuen los 

reglamentos correspondientes; sin embargo, considerando la 

experiencia federal, dicho plazo podría resultar limitado para que las 

dependencias realicen diagnósticos de riesgo, definan cargas 

operativas, estructuren turnos de descanso y programen ajustes de 

infraestructura. Por ello, conviene evaluar si un periodo mayor permitiría 

generar mejores lineamientos, evitando con ello una implementación 

apresurada o la creación de normas que no respondan a las 

necesidades operativas del servicio público. 
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Asimismo, debe insistirse en que la adopción de descansos y el uso 

de asientos con respaldo no pueden traducirse en afectaciones a la 

continuidad de los servicios públicos, cuyo propósito es garantizar la 

atención permanente y oportuna a la ciudadanía. En consecuencia, 

los reglamentos que se expidan deberán diseñar mecanismos de 

turnos, horarios escalonados o rotación de personal que permitan 

otorgar descansos sin comprometer la operación normal de las oficinas 

públicas. 

El sistema federal contempla un método de evaluación mediante 

puntajes para identificar niveles de riesgo relacionados con la 

bipedestación y determinar las medidas preventivas aplicables. Si bien 

estas disposiciones no son vinculantes para el servicio público estatal, 

podrían servir como referencia técnica para analizar si su adopción —

total o parcial— es viable en áreas administrativas o de atención 

ciudadana. Su implementación deberá vigilar que no genere procesos 

excesivamente burocráticos ni afecte la eficiencia operativa. En suma, 

la reglamentación secundaria deberá armonizar el bienestar de las 

personas servidoras públicas con la obligación institucional de asegurar 

que el servicio público se preste sin interrupciones, preservando su 

finalidad esencial de atender y proteger a la ciudadanía. 

CONCLUSIONES: 

La iniciativa analizada parte de una intención adecuada al buscar 

incorporar condiciones de trabajo más saludables para las personas 

servidoras públicas mediante descansos razonables y el uso de asientos 

con respaldo. Mas su implementación exige un desarrollo normativo 
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complementario que considere las particularidades del servicio público 

y la necesidad de establecer criterios técnicos, operativos y 

organizacionales que permitan equilibrar la protección de la salud 

laboral con la adecuada operación de las dependencias estatales y 

municipales. 

En todo caso, resulta esencial no perder de vista que la función 

pública está orientada al interés general y exige la prestación continua, 

eficiente y oportuna de los servicios que se brindan a la ciudadanía. Por 

ello, cualquier medida derivada de esta reforma no debe generar 

interrupciones, retrasos o afectaciones en la atención de trámites y 

gestiones que forman parte de la vida diaria de las personas. La 

reglamentación secundaria deberá garantizar que los descansos y 

condiciones ergonómicas se implementen sin mermar el 

funcionamiento del servicio público, preservando siempre su 

naturaleza esencial de servicio permanente. 

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.  

 


